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SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
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“2026, Año del Bicentenario de la Promulgación de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí”.
TOCA ******
EXP. ******

RECURSO DE APELACIÓN: ******/2025/SS-1.
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO: ******.
PARTE ACTORA: ******.
AUTORIDADES DEMANDADAS Y RECURRENTES: 1) AYUNTAMIENTO, 2) PRESIDENTA Y 3) DIRECTOR DE SEGURIDAD PÚBLICA Y TRÁNSITO; TODAS DEL AYUNTAMIENTO DE MATLAPA, SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, uno de junio de dos mil veintiséis. 

V I S T O S para resolver los autos del toca ******/2025/SS-1, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el veinticinco de noviembre de dos mil veinticinco por ******, ****** y ******, en su carácter, respectivamente, de Presidenta, Director de Seguridad Pública y Tránsito, y Síndica; todas del Ayuntamiento de Matlapa, San Luis Potosí, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de veintidós de octubre de dos mil veinticinco, pronunciada por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo ******; turnados a ésta Sala Superior el veintiocho de diciembre siguiente, mediante el oficio ******, signado por el Secretario de Acuerdos de dicha Sala Unitaria; y,
R E S U L T A N D O
I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora acreditó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, y por consecuencia se decreta su NULIDAD, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en los considerandos Sexto y Séptimo de la presente resolución.

[…]”
II.- Inconformes con la referida determinación, ******, ****** y ******, con el carácter antes mencionado, interpusieron recurso de apelación, mediante oficio presentado el veinticinco de noviembre de dos mil veinticinco, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el veintiocho siguiente; atendiendo a que por auto de veintisiete del mismo mes ya año
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación con las constancias que integran el expediente ******. 
III.- Por acuerdo de cuatro de diciembre de dos mil veinticinco
, se radicó la apelación bajo el consecutivo ******/2025/SS-1; se admitió a trámite y se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de mérito a la parte actora, ******, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere. 
IV.- En proveído de dieciséis de diciembre de dos mil veinticinco
 se recibió escrito signado por ******, mediante el cual desahogó la vista otorgada en el auto de admisión respecto al recurso de apelación planteado por la autoridad demandada; y visto el estado procesal que guardaban los autos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO
PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de cuantía indeterminada; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 
Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 
Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 
En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 
Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.
En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 
Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación
. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de las autoridades demandadas, ******, ****** y ******, en su carácter, respectivamente, de Presidenta, Director de Seguridad Pública y Tránsito, y Síndica; todas del Ayuntamiento de Matlapa, San Luis Potosí personalidad que acreditaron en el juicio de origen de conformidad con lo dispuesto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo de este Estado
.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida les fue notificada a las autoridades demandadas el veintiocho de octubre de dos mil veinticinco, por lo que dicha notificación surtió efectos el tres de noviembre siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del cuatro al veinticinco de noviembre de dos mil veinticinco; sin contar los días ocho, nueve, quince, dieciséis, veintidós y veintitrés de noviembre de dos mil veinticinco, por haber sido sábados y domingos, respectivamente; inhábiles por disposición expresa del artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado; así como, el diecisiete de noviembre del presente año con motivo del "Aniversario de la Revolución Mexicana", inhábil de acuerdo con el "Calendario Oficial de Labores 2025"; por lo que si el recurso de apelación se presentó el veinticinco de noviembre del año próximo pasado, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la apelante se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior estima que el recurso de apelación interpuesto por las autoridades demandadas, ******, ******y ******, en su carácter, respectivamente, de Presidenta, Director de Seguridad Pública y Tránsito, y Síndica; todas del Ayuntamiento de Matlapa, San Luis Potosí; es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.

En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de cuantía indeterminada;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el asunto sea de cuantía indeterminada; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia y violaciones procesales; resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y las previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado.
Ahora bien, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que la parte actora en el juicio de origen, combatió el cese verbal en su cargo como Policía adscrito a la Policía adscrito a la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Matlapa, San Luis Potosí; el cual, fue declarado ilegal por la Primera Sala Unitaria mediante sentencia de veintidós de octubre de dos mil veinticinco.
En consecuencia, la A quo ordenó la restitución al actor en los derechos que le fueron indebidamente privados con el acto impugnado, mediante el pago de la indemnización a que se refiere el artículo 123 apartado B fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el pago de la remuneración diaria ordinaria que percibía por la prestación de su servicios.
De lo anterior se advierte, que este asunto es de cuantía indeterminada; es decir, el cese verbal de ****** en su cargo como Policía adscrito a la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Matlapa, San Luis Potosí; por lo tanto, el recurso intentado resulta procedente conforme a la fracción II, del multicitado artículo 152 del Código Procesal de la materia.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. Son inoperantes los agravios emitidos por la autoridad apelante; por ende, ineficaces para revocar el fallo impugnado.
En el fallo de veintidós de octubre de dos mil veinticinco, emitido por la Primera Sala Unitaria en el expediente ******, se declaró la ilegalidad el cese verbal de ****** en su cargo como Policía adscrito a la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Matlapa, San Luis Potosí, y se ordenó el pago de la indemnización a que se refiere el artículo 123, apartado B fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la remuneración diaria ordinaria que percibía por la prestación de su servicios; al considerar sustancialmente lo siguiente:

En primer término, previo a analizar del fondo del asunto, la A quo destacó que la autoridad demandada, hizo valer el sobreseimiento del juicio en términos del numeral 229, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por inexistencia del acto, señalando además que el actor no contaba con el derecho a reclamar las prestaciones que narró en su demanda, toda vez que, fue él quien omitió reincorporarse a sus funciones una vez iniciada la administración municipal dos mil veinticuatro – dos mil veintisiete.
Al respecto, la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria, determinó que dichos planteamientos debían desestimarse, pues involucraban cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclamó la parte actora, o en su caso, incluso con su existencia. Premisa que respaldó en la siguiente tesis: “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE.”
Establecido lo anterior, al abordar el estudio de los conceptos de impugnación, la Sala de Origen los declaró fundados y suficientes para decretar la nulidad del acto impugnado.
Precisó que la litis consistía en dilucidar, sí el actor fue quien dejo de asistir a su labores, al no incorporarse a su función una vez iniciada la administración municipal dos mil veinticuatro – dos mil veintisiete, o, el tres de octubre de dos mil veinticuatro se realizó una comunicación de cese en forma verbal; que acorde a lo que disponen los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el juicio contencioso administrativo, acorde a lo que dispone el artículo 217, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se establecen dos reglas sobre la carga de la prueba, que el actor está obligado a probar su acción, y el demandado su excepción, que quien afirma se basa en el principio de que quien afirma está obligado a probar, mientras que, el que niega, únicamente está obligado a probar en caso de que la negativa envuelva la afirmación expresa de un hecho, cuando se desconozca una presunción legal, cuando se desconozca la capacidad, y cuando la negativa fuere un elemento de la acción.
Añadió, que la negativa del acto impugnado por parte de las autoridades demandadas, se sustentaba en la afirmación de que el actor fue quién dejo de presentarse a prestar sus servicios una vez iniciada la administración municipal dos mil veinticuatro – dos mil veintisiete; por lo que la carga de la prueba les correspondía; lo que respaldo en el siguiente criterio: “CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA. CUANDO LA AUTORIDAD DEMANDADA NIEGUE EL CESE DE UNO DE SUS INTEGRANTES, PERO AFIRME QUE ÉSTE FUE QUIEN DEJÓ DE ASISTIR A SUS LABORES, LE CORRESPONDE LA CARGA DE LA PRUEBA, PORQUE LA NEGATIVA DE LO PRIMERO ENVUELVE LA AFIRMACIÓN DE LO SEGUNDO.”
Explicó, que en los casos en que se niegue simple y llanamente impide arrojarle la carga de la prueba a la demandada, porque ello significaría una obligación desmedida e imposible de cumplir al tratarse de un hecho negativo; sin embargo, la segunda aserción sí se traduce en un hecho positivo, porque la autoridad administrativa en los casos de abandono de las tareas de seguridad pública tiene la obligación de tomar nota de las ausencias en los registros respectivos, así como elaborar el acta correspondiente en la que haga constar el lapso del abandono que la vincule a decretar el cese del cargo a quien incumplió con el desempeño del servicio público, dada la importancia que este tipo de funciones reviste para la sociedad, cuya continuidad eficiente no es posible paralizar en aras de asegurar la paz pública.

Que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consideró en la tesis citada que se podía cumplir con esa carga probatoria con las documentales que acreditaran lo debatido; por lo que, al negar la destitución del actor y enseguida atribuirle que no se incorporó a su función una vez iniciada la administración municipal dos mil veinticuatro – dos mil veintisiete, constituía la aceptación de que éste ya no presta sus servicios a la corporación, por ende, se estaba en presencia de dos hechos de naturaleza negativa y positiva respectivamente, correspondiendo a quien afirma esto último probar sus aseveraciones; y, correspondía a las enjuiciadas probar que el actor dejó de asistir.
Luego, la Primera Sala Unitaria determinó que esas afirmaciones debían ser probadas con medios adecuados, como podían ser las tarjetas de checado de asistencia, recibos de pago, listas de asistencia, nóminas, el procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia, así como cualquier otro medio que resultara eficaz, para probar, que el actor no había sido dado de baja, que faltó y que cuando menos se han iniciado los procedimientos legales para aplicar las consecuencias legales procedentes, pues dijo, se debía tener en cuenta que en todo caso las documentales relativas a las faltas acreditarían que el demandante no se encuentra en activo dentro de la corporación.
Añadió, que de resultar infundadas las aseveraciones de las autoridades demandadas, la negativa formulada carecía de todo sustento; por lo que lo conducente era entrar al estudio de la legalidad del acto impugnado, por ponerse de manifiesto la existencia del cese verbal.
Por lo que, la Resolutora determinó que de los medios de prueba ofertados, las autoridades demandadas no demostraron en forma fehaciente que fue el actor quien no se incorporó a su función una vez iniciada la administración municipal dos mil veinticuatro – dos mil veintisiete, el dos de octubre de dos mil veinticuatro, pues las pruebas aportadas resultaron insuficientes para justificar la procedencia de la defensa; o, que el accionante seguía como elemento activo en la corporación, y de esa manera se acreditaría la inexistencia del cese controvertido.
Por otro lado, la A quo destacó que de los artículos 114, 119, 125 y 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, se desprendía lo siguiente:

“•
Que la remoción o destitución del cargo es una sanción que compete únicamente a la Comisión de Honor y Justicia;

•
Que la Comisión de Honor y Justicia es un órgano colegiado disciplinario de carácter permanente en los cuerpos de seguridad pública, encargado de conocer y resolver sobre infracciones o faltas a los deberes previstos en la Ley, los reglamentos y/o cualquiera otros ordenamientos jurídicos de la materia, cometidas por los integrantes de los cuerpos de seguridad, así como de imponer las sanciones correspondientes;

•
Que la imposición de sanciones por la Comisión de Honor y Justicia se sujeta al procedimiento seguido en forma de juicio establecido en el artículo 126 de la Ley de Seguridad Pública.”
Por lo tanto, la Sala de origen arribó a la premisa que la baja o cese verbal de que fue objeto el actor era ilegal, porque fue dictada en contravención a lo que disponen los artículos 114, 119, 125 y 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, toda vez que, la autoridad competente era la Comisión de Honor y Justicia de la citada Municipalidad, siguiendo el procedimiento respectivo, en el que se le otorgara además la garantía de audiencia.
Determinación que soporto con los siguientes criterios: “FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.” y “AUDIENCIA, ALCANCE DE LA GARANTIA DE.”
Establecido lo anterior, la Primera Sala Unitaria determinó que se actualizaba la causa de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado, toda vez que, se dictó en contravención a las disposiciones legales aplicables, en el caso concreto los artículos 114, 119, 125 y 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; y, por consiguiente, declaró la nulidad lisa y llana del cese verbal acontecido el tres de octubre de dos mil veinticuatro, por el que se separó al actor, del puesto de que desempeñaba como Policía Municipal adscrito a la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal.

Añadió, que conforme a lo previsto por el artículo 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos.

Por lo que explicó, que en el caso se trataba de un elemento de seguridad pública de la Dirección de Seguridad Municipal de Matlapa, San Luis Potosí, y el efecto restitutorio, se encontraba regulado en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme al cual, en ningún caso procede su reincorporación al servicio, razón por la que, al determinarse que fue ilegal la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio, las autoridades demandadas, se encontraban obligadas al pago de la indemnización y de la remuneración diaria ordinaria que percibía la parte actora, por la prestación de su servicio, hasta por un periodo máximo de seis meses, en términos de lo previsto en el numeral 54 de la actual Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.
Lo cual, además soporto en las siguientes tesis: “SEGURIDAD PÚBLICA. LA PROHIBICIÓN DE REINSTALAR EN SU CARGO A LOS MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA POR EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, ES APLICABLE EN TODOS LOS CASOS, INDEPENDIENTEMENTE DE LA RAZÓN QUE MOTIVÓ EL CESE.” y “POLICÍA FEDERAL PREVENTIVA. LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA MEDIANTE LA CUAL SE DIO DE BAJA A ALGUNO DE SUS MIEMBROS, CON FUNDAMENTO EN EL PÁRRAFO SEXTO DEL ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, PARA EL EFECTO DE QUE LE SEA PAGADA UNA INDEMNIZACIÓN, SIN INCLUIR SU REINSTALACIÓN, NO IMPLICA APLICACIÓN RETROACTIVA DE DICHO PRECEPTO, AUN CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HAYA PRESENTADO ANTES DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA INDICADA PORCIÓN NORMATIVA.”
Asimismo, la Resolutora destacó que a efecto de determinar el monto que corresponde a los servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excepción contenido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Carta Magna, resultaba aplicable como mínimo, el monto establecido en el diverso apartado A fracción XXII, y en el artículo 54 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, que la indemnización engloba el pago de tres meses de salario o haberes debidamente integrados.

Que además, derivado de la interpretación a la Tesis 2ª. II/2016 (10ª), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debían pagarse como parte de la propia indemnización, veinte días de salario o haberes debidamente integrados, por cada año de servicios que tuviera reconocido la accionante ante la autoridad demandada.

Premisa que apoyo en el siguiente criterio: “MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. EL DERECHO A LA INDEMNIZACIÓN CON MOTIVO DE CUALQUIER FORMA DE TERMINACIÓN INJUSTIFICADA DE SU RELACIÓN ADMINISTRATIVA CON EL ESTADO, COMPRENDE EL PAGO DE TRES MESES DE SUELDO Y VEINTE DÍAS POR AÑO LABORADO (APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA FRACCIÓN XXII DEL APARTADO A DEL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL).”
Por último, con fundamento en los artículos 251 y 252 Del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; concatenados con el precepto 123, apartado A fracción XXII, y apartado B fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y artículo 54, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; la Primera Sala Unitaria ordenó a las autoridades demandadas pagar a la parte actora la indemnización, consistente en el importe de tres meses de los últimos haberes percibidos, más veinte días de los últimos haberes percibidos, por cada año de servicio; las prestaciones que se generaron con motivo de la relación administrativa entre el actor y la demandada; así como el pago de haberes, cuantificables hasta por un periodo máximo de seis meses.

Lo que sustentó en el siguiente criterio: “SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO "Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO", CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.”
Síntesis de agravios. En contra de la anterior determinación, la autoridad demandada, ahora recurrente, esgrime en esencia los siguientes disensos.

1. Señala que la sentencia recurrida vulnera lo dispuesto por el artículo 229, fracción V, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, en relación con lo previsto en los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria a la ley de la materia, al realizar una incorrecta valoración de los argumentos que esas autoridades hicieron valer al plantear la causal de sobreseimiento en el juicio, pues sostiene que, el acto impugnado resulta inexistente; además de que, se realizó una incorrecta distribución de la carga probatoria y fijación de la litis.
Sigue diciendo, que en términos de los numerales citados, se desprende que, es el actor quien tiene la carga procesal de probar los hechos constitutivos de su acción, mientras que las demandadas deberán acreditar sus excepciones; que rige el principio general de derecho que reza: "el que afirma está obligado a probar", toda vez que la parte que niega solo está obligada a probar cuando dicha negativa no sea indefinida y envuelva la afirmación de un hecho.
Que en la sentencia de veintidós de octubre de dos mil veinticinco, se estableció que la litis consistía en dilucidar, si como lo adujó la diversa autoridad demandada Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Matlapa, a quien se le atribuyó de manera directa la baja verbal, el actor fue quien dejó de asistir a sus labores, al no incorporarse a su función una vez iniciada la administración municipal dos mil veinticuatro – dos mil veintisiete, el dos de octubre de dos mil veinticuatro, o el tres del mismo y año se realizó una comunicación de cese verbal; lo cual considera incorrecto, en virtud de que el accionante señalo en su demanda y ampliación que el acto impugnado tuvo lugar el siete de octubre de dos mil veinticuatro, como también lo determinó la propia Sala mediante acuerdo de doce de marzo de dos mil veinticinco.
Por lo que considera, que de haberse realizado una correcta fijación de la litis y distribución de las cargas probatorias, en la sentencia debió determinarse que correspondía al actor acreditar la subsistencia de la relación administrativa y/o de trabajo, y al no haberlo hecho la A quo debió resolver que el acto impugnado resultaba inexistente y por ende decretar el sobreseimiento en el juicio, pero que contrario a ello, realizó una incorrecta fijación de la litis y distribución de la carga probatoria, lo cual dice, derivó en una ilegal sentencia y condena para las autoridades; conforme al siguiente criterio: “CARGA DE LA PRUEBA. SU DISTRIBUCIÓN A PARTIR DE LOS PRINCIPIOS LÓGICO Y ONTOLÓGICO.”
Añade, que de dicho criterio, se puede establecer que la distribución de las cargas probatorias, se debe realizar por el juzgador partiendo de los principios lógico y ontológico; así como, estimando si el contenido de la negación es concreto o indefinido; que el principio ontológico parte de la premisa que lo ordinario se presume, lo extraordinario se prueba, y se funda, en que el enunciado que trata sobre lo ordinario se presenta, con un elemento de prueba que se apoya en la experiencia común; en tanto que el aserto de lo extraordinario se manifiesta, por el contrario, destituido de todo principio de prueba; por lo que tener ese sustento o carecer de él, es lo que provoca que la carga de la prueba se desplace hacia la parte que formula hechos extraordinarios, cuando la oposición expresa por su contraria la constituye una aseveración sobre un acontecimiento ordinario.

Que el principio lógico, tiene su fundamento en que los enunciados positivos hay más facilidad en su demostración, pues es admisible acreditarlos con pruebas directas e indirectas; en tanto que un aserto negativo sólo puede justificarse con pruebas indirectas; que el principio en cita toma en cuenta las verdaderas negaciones y no aquellas que sólo tienen de negativa la forma en que se expone la afirmación.

Por lo que afirma, que para establecer la distribución probatoria, debe considerarse también si el contenido de la negación es concreto o indefinido, pues en el primer caso, la dificultad de la prueba deriva de una negación de imposible demostración, que traslada la carga de la prueba a la parte que afirma la identidad; mientras que la segunda es una negación sustancial, cuya dificultad probatoria proviene, no de la forma negativa, sino de la indefinición de su contenido, en cuyo caso corresponde a quien sostiene lo contrario demostrar su afirmación, ante la indefinición de la negación formulada.
Insiste, que en la sentencia impugnada se realizó un incorrecto análisis de la acción principal intentada por el actor, en virtud de que tiene dos elementos constitutivos, uno relativo a la subsistencia de la relación administrativa y/o laboral derivado de que sostiene es falso que dejó de asistir a laborar a partir del dos de octubre de dos mil veinticuatro; y otro relacionado con la notificación del cese verbal en las circunstancias de modo, tiempo y lugar que refiere aconteció el siete del mismo mes y año.
Que indebidamente no se arrojó la carga probatoria a la parte actora, y que suponiendo que se hubiera hecho, no cumplió, en razón de que no obra en autos elemento de prueba que permita inferir que la relación laboral subsistió hasta la data en que refiere ocurrió el supuesto despido o cese verbal así como lo relativo a la notificación del supuesto cese en las circunstancias de modo, tiempo y lugar. 

Agravio que respalda con las siguientes tesis: “CARGA PROBATORIA EN EL JUICIO LABORAL. CORRESPONDE AL TRABAJADOR ACREDITAR LA SUBSISTENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL ENTRE EL DÍA EN QUE EL PATRÓN AFIRMA SE PRODUJO LA RENUNCIA Y EL POSTERIOR AL EN QUE AQUÉL DICE OCURRIÓ EL DESPIDO.”, “CARGA DE LA PRUEBA DE LA RELACIÓN DE TRABAJO. CORRESPONDE AL ACTOR CUANDO AFIRMA HABER LABORADO EN UN PERIODO DETERMINADO Y LA PARTE DEMANDADA LO NIEGA LISA Y LLANAMENTE.”, “ACCIÓN. DEBE PROBARSE AUNQUE EL DEMANDADO NO DEMUESTRE SUS EXCEPCIONES (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).” y “ACCIÓN. FALTA DE PRUEBA DE LA.”
Sigue diciendo, que la determinación de la Primera Sala Unitaria en el sentido de arrojar a las autoridades demandadas la carga probatoria respecto a la acción principal del actor, y en consecuencia, declarar la nulidad lisa y llana del cese verbal acontecido el tres de octubre de dos mil veinticuatro, condenándolas a restituir al actor en el goce de los derechos; es ilegal, atendiendo a la indebida fijación de la litis y distribución de la carga probatoria; además de que, la Resolutora no estudió y valoró adecuadamente las pruebas de la parte actora, pues sostiene que no son idóneas para acreditar la subsistencia de la relación laboral y la procedencia de las acciones intentadas.
2. Por último, en su segundo agravio la autoridad recurrente alega violación a lo dispuesto en los artículos 248 y 249 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potos, porque considera ilegal y excesiva la condena decretada a favor de ******, pues su reclamo versó únicamente en la indemnización constitucional, no en lo relativo a aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, proporcionales al último año de servicios prestados, ni haberes dejados de percibir, como lo determina la sentencia impugnada, por lo que dice, resulta ilegal y trasgresora de los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica, por infracción a los principios de congruencia y de debida fundamentación y motivación.
En apoyo a lo anterior, cita los siguientes criterios: “CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD, PRINCIPIOS DE. SUS DIFERENCIAS Y CASO EN QUE EL LAUDO INCUMPLE EL SEGUNDO DE ELLOS.”, “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE.” y “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.”
Como inicialmente se dijo, devienen inoperantes los resumidos agravios.

En primer término, en lo referente al agravio identificado como primero, en el cual plantea el recurrente que la Sala hizo una incorrecta fijación de la litis y distribución de las cargas probatorias, al arrojar a las autoridades demandadas la misma, respecto a la acción principal del actor, pues sostiene, que le correspondía al accionante acreditar la subsistencia de la relación administrativa y/o de trabajo hasta la data en que refiere ocurrió el supuesto cese verbal así como lo relativo a la notificación del mismo en las circunstancias de modo, tiempo y lugar, al tener la obligación de probar los hechos constitutivos de su acción.
Calificación que se otorga, en virtud, de que no controvierten plenamente las consideraciones al tenor de las cuales la Sala Resolutora decretó la ilegalidad e invalidez el cese verbal de ****** en su cargo como Policía adscrito a la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Matlapa, San Luis Potos.
Se sostiene lo anterior, toda vez que, la autoridad recurrente no cuestiona directamente los argumentos torales en que se apoyó el sentido del fallo; es decir, no desvirtúa que la negativa del acto impugnado por parte de las autoridades demandadas, se sustentó en la afirmación de que el actor fue quién dejo de prestar sus servicios una vez iniciada la administración municipal dos mil veinticuatro – dos mil veintisiete; por lo que, la carga de la prueba les correspondía, acorde a lo que disponen los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria conforme al 217, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado y la Jurisprudencia 2a./J. 166/2016 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; por lo que, de los medios de prueba ofertados, no demostraron en forma fehaciente que fue ****** quien no se incorporó a su función el dos de octubre de dos mil veinticuatro, o en su defecto, que el accionante seguía como elemento activo en la corporación, y de esa manera se acreditaría la inexistencia del cese controvertido.

Pues la Sala explicó, que en dichos dispositivos legales se establecen dos reglas sobre la carga de la prueba, que el actor está obligado a probar su acción, y el demandado su excepción, que quien afirma se basa en el principio de que quien afirma está obligado a probar, mientras que, el que niega, únicamente está obligado a probar en caso de que la negativa envuelva la afirmación expresa de un hecho, cuando se desconozca una presunción legal, cuando se desconozca la capacidad, y cuando la negativa fuere un elemento de la acción.
Que en el caso, la negativa del acto impugnado por parte de las autoridades demandadas, se sustentó en la afirmación de que el actor fue quién dejo de presentarse a prestar sus servicios una vez iniciada la administración municipal; por lo que, la carga de la prueba les correspondía, acorde a las disposiciones legales señaladas y a la Jurisprudencia 2a./J. 166/2016 (10a.), de siguiente rubro: “CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA. CUANDO LA AUTORIDAD DEMANDADA NIEGUE EL CESE DE UNO DE SUS INTEGRANTES, PERO AFIRME QUE ÉSTE FUE QUIEN DEJÓ DE ASISTIR A SUS LABORES, LE CORRESPONDE LA CARGA DE LA PRUEBA, PORQUE LA NEGATIVA DE LO PRIMERO ENVUELVE LA AFIRMACIÓN DE LO SEGUNDO.”

En la cual, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció, que en relación con el principio procesal de que quien niega un hecho sólo está obligado a probar cuando esa negativa envuelva la afirmación expresa de otro, debe estimarse que corresponde a la autoridad demandada la carga de probar cuando niegue el cese de un integrante de un cuerpo de seguridad pública, pero también afirme que fue éste quien dejó de asistir a sus labores, porque la negativa de lo primero envuelve la afirmación de lo segundo, pues implícitamente reconoce que hubo un abandono del servicio con las consecuencias jurídicas que ello ocasiona. 
Que en efecto, si la demandada no acepta que cesó al actor, pero reconoce que éste faltó sin motivo justificado a sus labores; la segunda aserción se traduce en un hecho positivo, porque la autoridad administrativa en los casos de abandono de las tareas de seguridad pública tiene la obligación de tomar nota de las ausencias en los registros respectivos, así como elaborar el acta correspondiente en la que haga constar el lapso del abandono que la vincule a decretar el cese de los efectos del nombramiento a quien incumplió con el desempeño del servicio público, dada la importancia que este tipo de funciones reviste para la sociedad, cuya continuidad eficiente no es posible paralizar en aras de asegurar la paz pública. Consecuentemente, como negar la destitución del actor y enseguida atribuirle faltas injustificadas constituye la aceptación de que éste ya no presta sus servicios a la corporación, se está en presencia de dos hechos de naturaleza negativa y positiva, respectivamente, correspondiendo a quien afirma esto último probar sus aseveraciones.

Sin embargo, de los medios de prueba ofertados, las autoridades demandadas no demostraron en forma fehaciente que fue el actor quien no se incorporó a su función una vez iniciada la administración municipal el dos de octubre de dos mil veinticuatro, pues las pruebas aportadas resultaron insuficientes para justificar la procedencia de la defensa; o en su defecto, que el accionante seguía como elemento activo en la corporación, y de esa manera se acreditaría la inexistencia del cese controvertido.
De ahí, la calificativa a los agravios en estudio, pues si bien es cierto que no se exige en la formulación de los agravios que guarden un apego estricto a la forma del silogismo, ello no exime al recurrente de señalar cual es la lesión que le causa el acto apelado y los motivos que la originaron, así como atacar las consideraciones fundamentales por las que la Magistrada de origen sustentó la ilegalidad e invalidez del cese verbal de ****** en su cargo como Policía adscrito a la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Matlapa, San Luis Potos; pues si no lo hace, la resolución que se dicte se tornaría oficiosa, lo que equivaldría a suplir la deficiencia de la queja, que en el caso es improcedente.

Son características de un agravio: precisar cuál es la parte de la sentencia que lo causa; citar el precepto legal violado; demostrar dicha transgresión con razonamientos lógico-jurídicos idóneos y citar  las leyes, doctrinas y jurisprudencias, así como las pruebas necesarias, todo ello en apoyo a los argumentos expuestos.

Esto es, que no basta la mención genérica de un tema que en vía de agravio se haga valer para que este Tribunal de Alzada tenga que realizar un pronunciamiento de fondo; sino era indispensable, como ya se asentó, que el apelante hubiera indicado en forma concreta exponiendo el motivo de la infracción legal que le imputa al A quo, exponiendo fundamentos, razones o argumentos, pues no combate los argumentos torales del fallo combatido, en el sentido de que la negativa del acto impugnado por parte de las autoridades demandadas, se sustentó en la afirmación de que el actor fue quién dejo de prestar sus servicios una vez iniciada la administración municipal dos mil veinticuatro – dos mil veintisiete; por lo que, la carga de la prueba les correspondía, acorde a lo que disponen los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria conforme al 217, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado y la Jurisprudencia 2a./J. 166/2016 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; por lo que, de los medios de prueba ofertados, no demostraron en forma fehaciente que fue ****** quien no se incorporó a su función el dos de octubre de dos mil veinticuatro, o en su defecto, que el accionante seguía como elemento activo en la corporación, y de esa manera se acreditaría la inexistencia del cese controvertido.

En apoyo a lo anterior, resultan aplicables las tesis jurisprudenciales emitidas por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, bajo los rubros y textos siguientes:

 “AGRAVIOS INSUFICIENTES.- Cuando en los agravios aducidos por la recurrente no se precisan argumentos tendientes a demostrar la ilegalidad de la sentencia, ni se atacan los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta el sentido del fallo, se impone confirmarlo en sus términos por la insuficiencia de los propios agravios”.

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN.- Cuando no se advierta una violación manifiesta de la ley que deje sin defensa al recurrente y que no amerite, por tanto, la suplencia de la queja a que se refiere el artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, los agravios son inoperantes para los efectos de la revisión, si no se expone argumentación alguna para combatir los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta la sentencia del a quo, ya que el artículo 88 del mismo ordenamiento legal le impone la obligación de expresar los agravios que le cause dicha sentencia que, por tal motivo, se impone confirmar en todas sus partes” 

Por otro lado, en relación a los criterios que invocó la autoridad de rubros: “CARGA DE LA PRUEBA. SU DISTRIBUCIÓN A PARTIR DE LOS PRINCIPIOS LÓGICO Y ONTOLÓGICO.”, “CARGA PROBATORIA EN EL JUICIO LABORAL. CORRESPONDE AL TRABAJADOR ACREDITAR LA SUBSISTENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL ENTRE EL DÍA EN QUE EL PATRÓN AFIRMA SE PRODUJO LA RENUNCIA Y EL POSTERIOR AL EN QUE AQUÉL DICE OCURRIÓ EL DESPIDO.”, “CARGA DE LA PRUEBA DE LA RELACIÓN DE TRABAJO. CORRESPONDE AL ACTOR CUANDO AFIRMA HABER LABORADO EN UN PERIODO DETERMINADO Y LA PARTE DEMANDADA LO NIEGA LISA Y LLANAMENTE.”, “ACCIÓN. DEBE PROBARSE AUNQUE EL DEMANDADO NO DEMUESTRE SUS EXCEPCIONES (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).” y “ACCIÓN. FALTA DE PRUEBA DE LA.”.

Debe decirse, que no resultan aplicables para los fines pretendidos por el recurrente; pues como se estableció, en materia administrativa, acorde a los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria conforme al 217, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado y la Jurisprudencia 2a./J. 166/2016 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien niega un hecho está obligado a probar cuando esa negativa envuelva la afirmación expresa de otro, es decir, corresponde a la autoridad demandada la carga de probar cuando niegue el cese de un integrante de un cuerpo de seguridad pública, pero también afirme que fue éste quien dejó de asistir a sus labores; mientras que los criterios invocados corresponden a una rama del derecho distinta a la del caso.
Por último, en lo referente al agravio identificado como segundo, en donde la autoridad recurrente señala que la sentencia impugnada transgrede los principios de congruencia y de debida fundamentación y motivación, porque considera ilegal y excesiva la condena decretada a favor de ******, toda vez que, su reclamo versó únicamente en la indemnización constitucional, no en lo relativo a aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, proporcionales al último año de servicios prestados, ni haberes dejados de percibir, como lo determino la Resolutora.

El agravio en estudio deviene inoperante, pues parte de una premisa falsa; en virtud de que, si bien la parte actora no señaló expresamente en el capítulo de prestaciones de la demanda el pago de aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, proporcionales al último año de servicios prestados, ni haberes dejados de percibir; el tercer párrafo del artículo 248, del Código Procesal Administrativo para el Estado
, faculta a los Magistrados de las Salas del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí a suplir las deficiencias de la queja planteada en la demanda; por ende, condenar a prestaciones de ley implícitas que por derecho correspondan, incluso si no se mencionaron explícitamente en el escrito inicial de demanda.
Como lo son el pago de aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, proporcionales al último año de servicios prestados, ni haberes dejados de percibir; prestaciones legales inherentes a la separación injustificada, en términos del artículo 123, apartado B fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y artículo 54, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.
Lo anterior, encuentra apoyo en los siguientes criterios Jurisprudenciales:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.”

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida”.

En tal virtud, la sentencia recurrida de veintidós de octubre de dos mil veinticinco, satisface los principios de congruencia y fundamentación y motivación; de ahí, que resulten inaplicables los criterios invocados por la autoridad de rubros: “CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD, PRINCIPIOS DE. SUS DIFERENCIAS Y CASO EN QUE EL LAUDO INCUMPLE EL SEGUNDO DE ELLOS.”, “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE.” y “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.”
No sobra decir, que los agravios invariablemente deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido, con los agravios expresados.

Resulta aplicable la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 607, Registro digital: 162941, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de rubro siguiente: 

“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. En la primera instancia de un juicio de naturaleza civil, en el que se ventilan exclusivamente intereses particulares, la litis consiste en determinar si es procedente y fundada la acción y, en consecuencia, si debe condenarse o absolverse al demandado, por lo que, en caso de que deba abordarse el fondo de la litis, basta para tener por planteada la causa de pedir de la actora si formula, por una parte, su pretensión jurídica, esto es, la consecuencia que pretende obtener con el juicio consistente en una declaración judicial respecto de la existencia o inexistencia de un derecho subjetivo y si, por otra, describe los hechos en que se basa para sostener tal pretensión. Asimismo, acorde con las garantías de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial contenidas en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de las que a su vez derivan el principio da mihi factum, dabo tibi ius y el principio dispositivo del procedimiento, el juez debe resolver el fondo cuando el actor produzca esos elementos de su causa de pedir, independientemente de que además formule una correcta argumentación jurídica que la sostenga. En cambio, en la segunda instancia derivada del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia definitiva, la litis tiene una naturaleza distinta, pues consiste en determinar si la sentencia recurrida fue dictada o no con apego a derecho, de manera que la causa de pedir se integra con la pretensión del recurrente, consistente en la declaración judicial de la ilegalidad de la sentencia recurrida y, por ende, que se revoque, nulifique o modifique, así como con el hecho consistente en la emisión de la sentencia recurrida en determinado sentido, y la razón por la que se considera que dicha sentencia adolece de algún vicio de legalidad, ya sea in procedendo o in judicando. Ahora bien, considerando que la sentencia de primer grado tiene la presunción de haber sido emitida conforme a derecho, resulta esencial que el apelante combata dicha presunción mediante una correcta argumentación jurídica planteada en sus agravios, demostrando la ilegalidad cuya declaración pretende mediante su recurso para que el tribunal de alzada revoque, modifique o nulifique la sentencia apelada. En consecuencia, es materia de la litis en segunda instancia determinar si es o no correcta la argumentación jurídica del apelante, de modo que si los argumentos contenidos en los agravios no logran desvirtuar la legalidad de la sentencia apelada, el tribunal de alzada puede calificarlos de infundados o de inoperantes para sostener la resolución en la que confirme dicha sentencia acorde con los principios de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial.”

Así como, la tesis de Jurisprudencia, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Tesis: 2a. LXV/2010, Tomo XXXII, Agosto de 2010, página 447, Registro digital: 164181, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice:

“AGRAVIOS INOPERANTES EN APELACIÓN. DEBEN ESTIMARSE ASÍ CUANDO LA SENTENCIA RECURRIDA SE SUSTENTA EN DIVERSAS CONSIDERACIONES Y NO SE CONTROVIERTEN TODAS. Si en la sentencia recurrida el tribunal de primera instancia expone diversas consideraciones para sustentarla y en el recurso de apelación no se combaten todas, los agravios deben declararse inoperantes, toda vez que aun los que controviertan se estimaran fundados, ello no bastaría para revocar la resolución impugnada debido a la deficiencia en el ataque de todos sus fundamentos, los que quedarían firmes rigiendo el sentido de la resolución cuestionada.

Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la autoridad recurrente, mismos que resultaron ser inoperantes, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de veintidós de octubre de dos mil veinticinco, pronunciada por la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso administrativo ******/2024/1.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada ******, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:
RESUELVE
ÚNICO. Se declara improcedente el recurso de apelación planteado por ******, ****** y ******, en su carácter, respectivamente, de Presidenta, Director de Seguridad Pública y Tránsito, y Síndica; todas del Ayuntamiento de Matlapa, San Luis Potosí; en contra de la resolución de veintidós de octubre de dos mil veinticinco, pronunciada por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo ******/2024/1, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora y por vía electrónica a las autoridades demandadas; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido y remítanse los autos a la Sala de su origen.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe.
CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN
MAGISTRADO TITULAR DE LA SALA SUPERIOR
TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA
SECRETARIA JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracciones XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.”
�Foja 186 de los autos del Juicio de Origen.


�“Artículo 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


�Fojas 22-25 del Toca.


�Foja 39 del Toca.


�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 


�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


�Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


�“Artículo 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar.


Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación.


En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.”


� Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


� Época: Décima Época, Registro: 2013078, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 166/2016 (10a.), Página: 1282. Registro No. 2 013 078.


� Séptima Época: Registro: 239187: Instancia: Segunda Sala: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación: Volumen 12, Tercera Parte, Materia(s): Común: Tesis: Página: 70. 


� Época: Novena Época: Registro: 191376: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XII, Agosto de 2000: Materia(s): Común: Tesis: VI.2o.C. J/191: Página: 1034. 


� “ARTÍCULO 248. Las sentencias se pronunciarán el Magistrado de la Sala. …


La Sala, al pronunciar sentencia suplirá las deficiencias de la queja planteada en la demanda, siempre y cuando de los hechos narrados se deduzca el agravio, pero en todos los casos se contraerá a los puntos de la litis. …”


� Registro digital: 2008226 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época; Materias(s): Común Tesis: XVII.1o.C.T. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 14, Enero de 2015, Tomo II, página 1605 Tipo: Jurisprudencia.


� Registro digital: 2001825 Instancia: Segunda Sala; Décima Época Materias(s): Común; Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.) Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XIII,  Octubre de 2012, Tomo 3, página 1326 Tipo: Jurisprudencia.


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.





� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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